····En Quilmes, a los veintinueve días del mes de agosto de dos mil seis, se reunen en la  Sala  de  Acuerdos los  Señores  Jueces  de este Tribunal, Doctores Silvia Ester Bártola, Ana Rosa Binda, y Oscar Adolfo  Pozzolo, bajo  la  Presidencia de la primera de los nombrados, y presente  el Actuario, a efectos de dictar veredicto en la causa  número  16.263, caratulada "MANZANO, Cristian Hernan  c/  MUNICIPALIDAD DE FLORENCIO VARELA s/ Despido".-

····Practicada la desinsaculación que determina el art. 44,  inc. c) de la ley 11.653, resultó el siguiente orden de votación: DOCTORES POZZOLO - BARTOLA - BINDA.-

C U E S T I O N E S

PRIMERA: se ha probado: a) que el actor,  don  Cristian Hernan Manzano, desempeñó tareas en la Municipalidad de Florencio Varela?; en su caso: b) bajo que  condiciones laborales  y  temporales?;  c) durante qué lapso?; y d) cuál era su retribución económica?;

SEGUNDA: se ha justificado: a) que el actor  Sr.  Cristian Hernan Manzano remitió a la demandada  MUNICIPALIDAD  DE  FLORENCIO  VARELA,  con  fecha 17 de agosto de 1999,  la carta documento n° 26.086.632.8 AR, que dice: "Intimo plazo 48 horas haga efectivo el pago de las remuneraciones atrasadas, mes de ABRIL, MAYO, JUNIO y JULIO  del  corriente  año. Asimismo intimo plazo 30 días acredite  aportes  patronales,  pago vacaciones, sueldo anual  complementario,  desde  mi fecha real de ingreso que  lo fue el día 01 de agosto de 1996, según mi remuneración que es de $ 1.000,00 (8, 9, 10, 13 15 y  cctes ley 24.013). Todo ello es bajo apercibimiento  de  iniciar  las acciones judiciales que en derecho me correspondieran"...?;  b)  que  el  actor Sr. Cristian Hernan Manzano remitió a la demandada MUNICIPALIDAD DE FLORENCIO VARELA, con fecha 24 de septiembre de 1999, la carta documento n° 26.089.379.6 AR, que dice: "Ante silencio e incumplimiento a la misiva CD 260866328  AR,  del día  17  de  agosto  del  corriente año, y toda vez que transcurridos  los  plazos  de intimación en la mentada sin que la misma fuera siquiera contestada, considérome injuriado  y  despedido  por su exclusiva culpa. Cierro todo intercambio telegráfico.Queda ud. debidamente  notificado...."?;  c)  que  la demandada MUNICIPALIDAD DE FLORENCIO VARELA remitió al actor Cristian Hernan  Manzano, con fecha 1 de octubre de 1999, la CD  25.386.769 9 AR, que dice: "Por la presente me dirijo a Usted,  en mi carácter de Secretario de Gobierno de la MUNICIPALIDAD DE FLORENCIO VARELA, y en  respuesta  a  su  CD  nº 26.086.632  8  AR,  comunícole  que  no  se registra en nuestros archivos constancias que acrediten relación de empleo  en  los  términos  de la ley 24.013. Asimismo y conforme  el  procedimiento de la ley 11.757, no se registra  reconocimiento como agente municipal en ninguna de  las  plantas  existentes, ni contrato o locación de servicio por lo que no procede el reclamo por Ud. efectuado. A su vez informamos que hubo solicitado la  UNLZ mediante  nota de fecha 30/7/99 la liquidación del servicio  conforme  el convenio suscripto entre dicha casa de altos estudios y esta Administración Municipal, originado en el Expediente Administrativo  4037-9816-M/99, adelantando que reconoce esta Administración como único legitimado  para  reclamar a la Universidad Nacional de Lomas de Zamora, en atención al citado convenio oportunamente celebrado por las partes y sus respectivas prórrogas,  sin perjuicio de la responsabilidad que por el ejercicio de su profesión le pudiera corresponder. Queda  Usted  debidamente notificado..."?; d) que el actor Sr. Cristian Hernan Manzano remitió a la demandada  MUNICIPALIDAD DE FLORENCIO VARELA, con fecha 21 de  octubre de 1999, la carta documento n° 26.089.521 9 AR, que dice:  "Rechazo su carta documento del día 1 de octubre n° 25,.386.769-9 AR. En cuanto lo expuesto por  Ud.  es extemporáneo, falaz, malicioso e inexacto, ya que desde el mes de agosto de 1996 yo realizo actividades en  ese Municipio  siendo  mi  lugar de trabajo el INSTITUTO DE TIERRAS Y VIVIENDAS (a cargo de la Dra.  María  Cecilia Bordenave),  DEPENDIENTE  DE  ESE MUNICIPIO para posteriormente  pasar  al  Departamento  de  Legal y Técnica Asuntos Jurídicos, en el mes de Julio de corriente  año , dependiente de la SECRETARIA DE GOBIERNO de esa MUNICIPALIDAD. Asimismo dejo constancia que las tareas realizadas  en dicha institución fueron las de Asesor Técnico  en las distintas áreas ut supra mentadas. Ante lo expuesto considérome GRAVEMENTE injuriado  y  despedido por  su exclusiva culpa. Apercibo agravios, cierro todo intercambio telegráfico. Queda Ud. debidamente  notificado..."?; e) que dichas comunicaciones fueron, respectivamente, remitidas y receptadas  por  las  partes  en juicio?; 

TERCERA: para el caso de prosperar total o parcialmente la demanda: cuál ha de ser el contenido de la condena?

A LA PRIMERA CUESTION, EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO: 

····1) De la sucinta expresión de los hechos  expuestos en demanda (fs. 35/44), surge que el actor  habría  comenzado a laborar para la demandada en el Instituto  de Tierras y Viviendas dependiente de la misma,  el  1  de agosto de  1996,  en  calidad  de  "abogado",  habiendo ingresado  "por  recomendación, para el puesto en cuestión, de la Facultad de Derecho de  la  Universidad  de Lomas de Zamora, en el marco de un convenio de  colaboración alegado por ambas entidades, no suscripto por el actor" (entrecomillado, sic).-

····Sus jornadas eran -siempre en dichos de demanda- de 10 a 14 hs. de lunes a viernes, y para el ejercicio  de sus  funciones  "cumplía instrucciones que le impartían sus empleadores, a través de la Dra. María Cecilia Bordenave,  en su calidad de Jefe del Instituto de Tierras y Viviendas (entrecomillado, sic).-

····Se  agrega que, "tal vez, en función de los intereses que vinculaban a las suscriptoras del referido convenio  (la Facultad de Derecho de la Universidad de Lomas de Zamora y la Municipalidad de Florencio  Varela), recibía directivas de  los  funcionarios  municipales", desconociendo  (él)  la naturaleza jurídica de la relación que unía a ambas entidades.-

····Se dice que, "a partir del mes de julio de 1999, el actor  cumplió  funciones (de asesor Técnico) en el Departamento  Legal  y  Técnica Asuntos Jurídicos, dependiente de la Secretaría de Gobierno del municipio.-

····Se destaca que "el actor era contratado, en principio, en forma anual, y el pago de  sus  haberes  fueron fijados a razón de $1.000 mensuales, estando a cargo de la  demandada, mediante cheque emitido contra su cuenta corriente.-

····A partir de abril de 1999, agrega, "la  Municipalidad  dejó  de  abonarle las remuneraciones mensuales al accionante, no obstante habérsele presentado la  liquidación  correspondiente  por  parte de la Universidad", ante lo cual, el actor reclamó, primero en  forma  verbal, y luego, documentada.- 

····Desoídos los reclamos del actor, éste remite  a  la demandada  una  carta  documento intimándola al cumplimiento  de  los débitos que, estimaba a su cargo, "bajo apercibimiento  de  iniciar las acciones que en derecho le correpondieran" (entrecomillado, sic), para, ante el silencio de aquella, considerarse "injuriado y despedido por su exclusiva culpa" (entrecomillado, sic).-

····Se dice, luego, que, concretado el despido indirecto  del accionante, la demandada remite una carta documento  mediante  la  cual ésta desconoce la relación de empleo invocada por aquél, no reconociéndolo  -tampoco- como agente municipal, ni (laborando mediante) contrato o locación de servicios, la que es rechazada  -mediante igual medio- por el actor.- 

····Por  último,  se  señala  que el contrato del actor (con  la  accionada) era a plazo fijo y fue roto, arbitrariamente, ante tempus.-

····El reclamo en cuestión se asienta (en  derecho)  en las previsiones de las leyes 20.744 y 24.013 (conf. fs. 40,  pto. IV), destacándose en la liquidación de reclamo, rubros y montos derivados de las mismas.- 

····2)  Determinada por el Agente Fiscal la incompetencia de este Tribunal para entender  en  estos  actuados (fs.  46), y, compartiendo su criterio, éste (el Tribunal) se inhibe -fundamentadamente- de seguir  actuando, y remite el expediente al Superior Tribunal provincial. Con  el argumento que "el fundamento jurídico de que la pretensión radica en normas de  carácter  laboral",  la Excma.  Corte  declara "no comprometida" su competencia original  y  devuelve el expediente, "a los efectos que estime corresponder" (entrecomillado, sic).-

····3) Corrido traslado de la demanda  a  la  accionada (en  tanto,  en  razón  de lo dispuesto por el Superior Tribunal, no quedaba otra  posibilidad),  la  respuesta procesal de la acción (fs. 69/73 vta.) llega  mostrando como postura de defensa el (aparentemente lógico) planteo  de  una excepción de incompetencia de jurisdicción en razón de la materia, seguido de un  responde  conteniendo una pormenorizada negativa de los hechos expuestos  por el actor en su demanda, y, en particular de la relación  laboral invocada por éste, según los términos en ella dispuestos. En su aval, menciona la carta documento oportunamente remitida al actor, mediante la cual se insiste en señalar como "único legitimado para efectuarle algún tipo de reclamo, a la Universidad Nacional de Lomas de Zamora" (entrecomillado, sic).- 

····4)  Ahora  bien,  a la luz de los relatos resumidos supra,  pasaremos al análisis de los medios probatorios aportados al litigio, para extraer, -de  ser  posible-, las conclusiones que permitan responder los  puntos  en tratamiento.-

····a) Así, ocupándonos de la prueba instrumental,  digamos que los telegramas cuyas constancias de  envío  y contenido obran hoy a fs. 137/140, no fueron controvertidos por los accionados. A ello se agrega  el  informe de  Correo Argentino (fs. 141), ratificando su autenticidad, remisión y recepción.-

····De la respuesta a oficio obrante a fs.  179,  surge el  reconocimiento  del  Convenio de Asistencia Técnica suscripto por la Facultad de Derecho de la  Universidad Nacional de Lomas de Zamora y la demandada el 7 de  julio de 1994 (fs. 26/28 y fs. 176/178). El resto de  los instrumentos que en copia simple acompaña el actor (fs. 17/25 y 29/30) ha quedado desconocido por imperio de la negativa dispuesta a fs. 70 vta., pto. II, por  la  demandada.-

····b)  Los  informes de fs. 152 y 153, no aportan nada al  tema, y el (informe) de la Municipalidad de Florencio  Varela, obrante a fs. 123/125, mantiene la postura de defensa de ésta en el conflicto ("el actor no revista ni revistió en ninguna de las plantas  ocupacionales de esa comuna".-

····Del informe de la  Universidad  Nacional  de  Lomas obrante a fs. 179 (y más antes -pto. a, segundo  párrafo- ocupado) y de la documentación a éste adjunta, surge -además- la nota que el actor menciona en su  demanda,  dirigida  a  la demandada de autos, solicitando el pago de "la mensualidad fijada en el -precitado- convenio;  tres  "envíos  (a la demandada) de liquidaciones" (referidas al actor de autos y a los meses  de  agosto, setiembre y octubre de 1999) suscriptos por el entonces Decano de la Facultad de Derecho, Dr. Pedro B. Toma; un "reclamo" del entonces Secretario de Investigaciones  y Asistencia Técnica de la Facultad de Derecho,  Dr.  Gabriel Di Matteo, vinculado a la regularización  de  los "pasantes universitarios" (Ojeda y Manzano) con respecto  a su remuneración, y una nota dirigida por el actor a  la  Directora General del Instituto de Tierras y Viviendas de la Municipalidad de Florencio  Varela,  Dra. María Cecilia Bordenave, dando cuenta de su labor.-

····c) La pericia contable de fs. 113/121 vta., practicada sobre documentación hábil de la demandada,  determina  que "el actor no consta registrado en la documentación laboral como personal bajo relación de dependencia".-

····A ello agrega el experto que, recurriendo a los Libros de Cuentas Corrientes Proveedores, procedió a compulsar la  Cuenta  corriente  Nro.  9164  (codificación aplicada para las operaciones con la Universidad Nacional de Lomas de Zamora), de los que  surge,  en  cuatro oportunidades,  mencionado el actor Manzano con "devengamiento" de sumas en su favor (en fechas, 4-3-97;  23-4-99; 27-5-99 y 17-6-99).-

····Por  último,  el perito realiza una liquidación con las pautas de demanda, destacando, con respuesta  a  la impugnación de  fs. 126, que "no existe ningún convenio individual firmado  entre  las partes intervinientes en la presente causa" (sic, con destacado nuestro).- 

····d) Analizando ahora el "acto oral" de la causa (fs. 201), observamos que el accionante condujo a la misma a tres testigos: Villagran, Cajal y Bordenave.- 

····El  primero de ellos (Villagran) dijo conocer a las partes  en  juicio por haber laborado como asesor legal (dijo  ser  abogado) en el edificio de la Municipalidad accionada y despues enfrente,a una cuadra, entre 1992 y 1996. Agregó que era docente de la Universidad de Lomas de Zamora y que laboró junto al actor "dos años  a  dos años  y medio"; que no recuerda cuando empezó, y sí que (el actor) siguió trabajando cuando él se fue.-

····Señala que ambos hacían lo mismo (asesoraban a personas  que  venían  por  cuestiones  de tierras), y que cumplían funciones que les encomendaba la Directora del Instituto, Dra. Bordenave.-

····Destaca que cobraban en una ventanilla de la  Municipalidad,  en efectivo y que cumplían el mismo horario (10 a 14 hs. de lunes a viernes).-

····La testigo Cajal, ex compañera de estudios del  actor, "iba a ver al actor a una "casona vieja" para  que le explique temas prácticos vinculados a la carrera que cursaba.  Dice  que era abogado, y que cree que atendía gente. Ello fue en 1998, dos veces por semana,  despues de  las  14  hs. y a veces lo esperaba hasta mas tarde. Supone que trabajaba para la Municipalidad de Varela.-

····La deponente Bordenave se presentó como ex  funcionaria de la Municipalidad  de  Florencio  Varela  donde ingresó en 1988 y laboró hasta 1998 en que renunció.  A partir de 1992/93 fue Jefa de Tierras y Viviendas en el municipio con una relación de empleo público.-

····El actor, dice, era un abogado que trabajaba en  su oficina; asesoraba a vecinos sobre dominios de tierras, orientaba y derivaba. Recuerda que  empezó  en  1996  y quedó  cuando  ella se fue. Cumplía un horario, agrega, de  7,30 a 14 hs. de lunes a viernes, y "que ella sepa" (sic), "le pagaba la Municipalidad", a la que  llegó  a través  de  un convenio que se hacía con la Universidad de Lomas de Zamora. No sabe que relación jurídica tenía el actor con el municipio. Ella era la responsable  del sector,  y controlaba el ingreso y e egreso de los profesionales  que allí laboraban (tres arquitectos y tres o cuatro abogados).-

·····5) RESUMEN: A modo de  resumen,  digamos  que  -en particular- ha quedado justificada:

····a) la  presencia  del  actor  en  el  Instituto  de Tierras  y  Viviendas  de la Municipalidad de Florencio Varela,  realizando  tareas  de asesoramiento a vecinos sobre dominios de tierras, a partir de 1996 y hasta julio  de  1999,  en el horario de 10 a 14 hs. de lunes a viernes, bajo la dirección de la Jefa de Tierras y  Viviendas  de  la Municipalidad de Florencio Varela, Dra. María Cecilia Bordenave.-

····b) la existencia de un Convenio de Asistencia  Técnica suscripto por la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Lomas de Zamora y la demandada  el  7 de julio de 1994, cuyo objeto residía en "la prestación recíproca  de Asistencia Técnica entre la Universidad y la  Municipalidad,  en  aquellos  temas que ésta última considere de su interés, afectando para  ello  personal de ambas entidades".- 

····c) la existencia de una nota que el actor dirigió a la demandada de autos, solicitando el pago de "sus mensualidades a partir de abril de 1999";

····d)  la  existencia de tres "envíos (a la demandada) de  liquidaciones" (referidas al actor de autos y a los meses  de agosto, setiembre y octubre de 1999) suscriptos por el entonces Decano de la Facultad  de  Derecho, Dr. Pedro B. Toma; 

····e) la existencia de un "reclamo" del  entonces  Secretario de Investigaciones y Asistencia Técnica de  la Facultad  de Derecho, Dr. Gabriel Di Matteo, al municipio  demandado,  vinculado  a  la regularización de los "pasantes universitarios" (Ojeda y Manzano) con respecto a su remuneración; 

····f)  la existencia de una nota dirigida por el actor a la Directora General del Instituto de Tierras  y  Viviendas de la Municipalidad de Florencio  Varela,  Dra. María Cecilia Bordenave, dando cuenta de su labor;

····g)  la  existencia  de una carta documento remitida por el actor intimando a la demandada  al  cumplimiento de los débitos que, estimaba a su cargo, "bajo  apercibimiento de iniciar las acciones que en derecho le  correpondieran" (entrecomillado, sic); 

····h) la existencia de otra carta  documento  remitida por  el actor a la demandada, considerándose "injuriado y  despedido  por  su exclusiva culpa" (entrecomillado, sic).-

····i)  la  existencia  de una carta documento remitida por la accionada al actor de autos,  mediante  la  cual desconoce  la  relación de empleo invocada por éste, no reconociéndolo -tampoco- como agente municipal, ni (laborando  mediante) contrato o locación de servicios; la que es rechazada -mediante igual medio- por el actor.- 

····Fuera  de  lo  señalado en los párrafos anteriores, nada más se ha acreditado respecto del tema  en  tratamiento.-

····ASI LO VOTO  (art. 44, inc. d, ley 11.653).-

Los Señores Jueces, Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

A LA SEGUNDA CUESTION, EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO:

····Los  telegramas aludidos en la cuestión, no controvertidos  por la accionada, según supra se estableció -además-  hallaron reconocimiento en la respuesta a oficio obrante a fs. 141.-

····Tengo entonces por justificados los puntos a a  ede esta cuestión.-

····ASI LO VOTO (art. 44, inc. d, ley 11.653).-

Los Señores Jueces, Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

A LA TERCERA CUESTION, EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO DIJO: 

····Difiero para el decisorio la respuesta a la presente cuestión.- 

····ASI LO VOTO (art. 44, inc. d, ley 11.653).-

Los Señores Jueces, Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por los mismos fundamentos.-

····Con lo que terminó el Acuerdo, firmando los Señores Jueces, por ante mi de lo que doy fe.-

FDO.: ANA ROSA BINDA Presidente - OSCAR ADOLFO POZZOLO Juez - SILVIA ESTER BARTOLA Juez
- BLANCA ESTER RIVOLTA Secretaria

-----------------------------------------------------------------------------------------------

····En Quilmes, a los ocho días del mes de setiembre de dos mil seis, se reunen en la Sala de Acuerdos los  Señores Jueces de este Tribunal, Doctores Ana Rosa Binda, Oscar  Adolfo  Pozzolo  y Silvia Ester Bártola, bajo la Presidencia de la primera de los nombrados, y  presente el  Actuario, a efectos de dictar sentencia en la causa número 16.263,  caratulada "MANZANO, Cristian Hernan c/ MUNICIPALIDAD DE FLORENCIO VARELA s/ Despido".-

····El Tribunal resuelve guardar el orden  de  votación establecido  en el veredicto, y plantear las siguientes cuestiones:

PRIMERA: Es procedente la demanda?

SEGUNDA: Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO, DIJO:

I) ANTECEDENTES: 

····1) a fs. 35/44 se presenta la Dra. Ana María Napoli en  el  carácter  de  letrada apoderada de don Cristian Hernan Manzano, iniciando demanda contra la Municipalidad de Florencio Varela, por cobro de las indemnizaciones derivadas del despido, salarios adeudados, aguinaldos, vacaciones e indemnizaciones derivadas de las  leyes 24.013 y del art. 95 de la L.C.T..-

····Refiere que el actor habría comenzado a laborar para  la demandada en el Instituto de Tierras y Viviendas dependiente de la misma, el 1 de agosto de 1996, en calidad de abogado, habiendo ingresado por recomendación, para  el  puesto en cuestión, de la Facultad de Derecho de la Universidad de Lomas de Zamora, en el marco de un convenio  de  colaboración alegado por ambas entidades, no suscripto por el actor.-

····Destaca que sus jornadas eran de 10 a 14 hs. de lunes  a  viernes,  y  para el ejercicio de sus funciones "cumplía  instrucciones  que le impartían sus empleadores, a través de la Dra. María Cecilia Bordenave, en su calidad de Jefe del Instituto de Tierras y Viviendas.-

····Agrega  que,  "tal vez, en función de los intereses que vinculaban a las suscriptoras del referido convenio (la Facultad de Derecho de la Universidad de  Lomas  de Zamora y la Municipalidad de Florencio Varela), recibía directivas de los funcionarios  municipales",  desconociendo  (él)  la naturaleza jurídica de la relación que unía a ambas entidades.-

····Dice que, "a partir del mes de julio  de  1999,  el actor cumplió funciones (de Asesor Técnico) en  el  Departamento  Legal  y  Técnica Asuntos Jurídicos, dependiente de la Secretaría de Gobierno del municipio.-

····Destaca que "el actor era contratado, en principio, en forma anual, y el pago de sus haberes fueron fijados a  razón de $1.000 mensuales, estando a cargo de la demandada,  mediante  cheque emitido contra su cuenta corriente.-

····Agrega que, a partir de abril de 1999, la Municipalidad dejó de abonarle las remuneraciones mensuales  al accionante,  no obstante habérsele presentado la liquidación correspondiente por parte de la Universidad, ante lo cual, el actor reclamó, primero en forma  verbal, y luego, documentada.- 

····Dice que, desoídos los reclamos del actor, éste remite a la demandada una carta documento intimándola  al cumplimiento  de  los débitos que, estimaba a su cargo, bajo apercibimiento de iniciar las acciones que en  derecho  le  correpondieran,  para,  ante  el silencio de aquella,  considerarse  "injuriado  y  despedido por su exclusiva culpa.-

····Agrega que, concretado el despido indirecto del accionante, la demandada remite una carta  documento  mediante la cual ésta desconoce la relación de empleo invocada por  aquél,  no  reconociéndolo  -tampoco-  como agente municipal, ni (laborando  mediante)  contrato  o locación  de  servicios,  la que es rechazada -mediante igual medio- por el actor.- 

····Por último, señala que el contrato del  actor  (con la  accionada) era a plazo fijo y fue roto, arbitrariamente, ante tempus.-

····En función de ello y de los demás hechos que  reseña,  deduce la presente acción; asienta sus reclamos en las previsiones de las leyes 20.744 y 24.013;  practica liquidación  de  reclamo; ofrece pruebas y peticiona el progreso de la misma, con costas.-

····2) a fs. 47/48, y determinada por el Agente  Fiscal la incompetencia de este Tribunal para entender en  estos actuados, compartiendo su criterio, el Tribunal  se inhibe  de  seguir  actuando, y remite el expediente al Superior Tribunal provincial.-

···· Con el argumento que "el  fundamento  jurídico  de que  la  pretensión  radica en normas de carácter laboral", la Excma. Corte declara "no comprometida" su competencia  original  y  devuelve  el  expediente, "a los efectos que estime corresponder".-

····3)  a  fs.  69/73vta., se presenta la Dra. Olga Beatriz Correa, en el carácter de letrada apoderada de la demandada, contestando la demanda que le fuera deducida a su comitente.-

····Como  postura de defensa opone una excepción de incompetencia de jurisdicción en razón de la materia, seguido de un responde conteniendo una pormenorizada  negativa  de  los hechos expuestos por el actor en su demanda, y, en particular de la relación laboral invocada por éste, según los términos dispuestos en demanda.-

····En su aval, menciona la carta  documento  oportunamente remitida al actor, mediante la cual se insiste en señalar como único legitimado para efectuarle algún tipo de reclamo, a la Universidad Nacional  de  Lomas  de Zamora.- 

····Ofrece pruebas y peticiona el rechazo de la acción, con costas.-

····3) a fs. 77, la  parte  actora  evacua  el  segundo traslado, y a fs. 80 se abre la causa a prueba.-

····4)  a fs. 113/121 vta., obra la pericia contable; a fs.  126,  observación a la misma; a fs. 134, respuesta del  perito; a fs. 123/125; 141; 152/153, y 179, prueba informativa, y a fs. 201 se celebra el acto de la vista de  la causa, pasando los autos al dictado de veredicto y sentencia.-

II) RESOLUCION: 

····1) Se arrima al decisorio el conflicto entre un accionante que dice haber laborado por  espacio  de  casi tres años (1-8-96 hasta julio/agosto de 1999)  para  la Municipalidad  de Florencio Varela, mediante "contratos anuales" regulados por la Ley de Contrato de Trabajo; y ésta (la demandada) que planteando una excepción de incompetencia de jurisdicción en  razón  de  la  materia, niega,  a  la vez, los hechos expuestos por el actor en su  demanda, y, en particular la relación laboral invocada por éste, según los términos alli dispuestos.-

····2) Colectando las conclusiones  fácticas  del  acto veredictal, recordamos que, a modo  de  resumen,  quedó justificada:

····a) la  presencia  del  actor  en  el  Instituto  de Tierras y Viviendas de la  Municipalidad  de  Florencio Varela, realizando tareas de  asesoramiento  a  vecinos sobre dominios de tierras, a partir de 1996 y hasta julio  o  agosto de 1999, en el horario de 10 a 14 hs. de lunes a viernes,  bajo  la  dirección  de  la  Jefa  de Tierras  y  Viviendas  de la Municipalidad de Florencio Varela, Dra. María Cecilia Bordenave; y 

····b)  la  existencia de: *) un Convenio de Asistencia Técnica suscripto por la Facultad de Derecho de la Universidad  Nacional de Lomas de Zamora y la demandada el 7  de julio de 1994, cuyo objeto residía en "la prestación recíproca de Asistencia Técnica entre la Universidad y la Municipalidad, en aquellos temas que ésta  última  considere de su interés, afectando para ello personal de ambas entidades"; *) una nota que el actor dirigió a la demandada de autos, solicitando el  pago  de "sus  mensualidades a partir de abril de 1999"; *) tres "envíos (a la demandada) de  liquidaciones"  (referidas al actor de autos y a los meses de agosto, setiembre  y octubre  de  1999) suscriptos por el entonces Decano de la Facultad de Derecho, Dr. Pedro B. Toma; *)  un  "reclamo" del entonces  Secretario  de  Investigaciones  y Asistencia Técnica de la Facultad de Derecho,  Dr.  Gabriel Di Matteo, al municipio demandado, vinculado a la regularización de los "pasantes universitarios"  (Ojeda y  Manzano) con respecto a su remuneración; *) una nota dirigida por el actor a la Directora General del Instituto de Tierras y Viviendas de la Municipalidad de Florencio Varela,  Dra.  María  Cecilia  Bordenave,  dando cuenta de su labor; *) una carta documento remitida por el actor intimando a la demandada  al  cumplimiento  de los débitos que, estimaba a su cargo,  "bajo  apercibimiento de iniciar las acciones que en derecho le correpondieran" (entrecomillado, sic); *) otra  carta  documento remitida por el actor a la demandada, considerándose  "injuriado  y  despedido  por su exclusiva culpa" (entrecomillado, sic), y *) una carta documento remitida por la accionada al actor de autos, mediante la cual desconoce  la  relación de empleo invocada por éste, no reconociéndolo -tampoco- como agente municipal, ni (laborando  mediante) contrato o locación de servicios; la que es rechazada -mediante igual medio- por el actor.- 

····3) A la vez, es oportuno mencionar (en  relación  a los términos de la demanda y lo concluído en veredicto) que el  actor,  quien  en  momento  alguno determinó la "vinculación jurídica" que lo habría unido al municipio demandado, no logró justificar:

····a) la existencia de "contrato alguno" (escrito,  ni verbal)  que  lo  vinculara laboralmente a la demandada (solo señaló -recordemos- que "su  ingreso  se  efectuó por recomendación para el puesto en cuestión por la Facultad  de Derecho del la Universidad Nacional de Lomas de Zamora, en el marco de un convenio  de  colaboración alegado por ambas entidades, no suscripto por él"); 

····b) tampoco justificó  el  actor  que  hubiera  sido contratado "en principio en forma anual"...; o mediante "contratos  a  plazo fijo" (según -tambien- lo afirmara en  su  demanda),  y mucho menos -por supuesto- que ese (eventual) contrato hubiera sido  roto  arbitrariamente ante tempus; ni que, a partir del mes de julio de 1999, cumpliera funciones de Asesor Técnico en el Departamento Legal y Técnica Asuntos Jurídicos, dependiente de la Secretaría de Gobierno del municipio demandado;  ni  la existencia de "acto expreso alguno que pudiera incluírlo  (al actor) en las previsiones de la Ley de Contrato de  Trabajo,  o en el régimen de las C.C.T. (conf. art. 2, ley 20.744, t.o.).-

····4) Tambien creemos necesario insistir en el asiento legal  ("el derecho") del reclamo de autos, determinado por el accionante  en  las  previsiones  de  las  leyes 20.744 y 24.013, destacando, a la vez, en  la  liquidación de reclamo, rubros y montos  derivados  de  dichas normas  legales  propias del derecho privado del trabajo.-

····5)  MARCO  NORMATIVO DEL DECISORIO: ahora bien, sin perjuicio que, la Excma. Suprema Corte Provincial, ante la fundada inhibición de este Tribunal para entender en estos actuados (compartida por el Sr.  Agente  Fiscal), hubiera declarado "no comprometida" su competencia original,  devolviendo  el  expediente, "a los efectos que estime corresponder" (dado que "el fundamento  jurídico de la pretensión radica en  normas  de  carácter  laboral"),  creemos necesario, previa determinación (de ser posible)  del  régimen jurídico aplicable a la relación habida entre el actor y la Municipalidad  de  Florencio Varela,  establecer si, como lo pretende el accionante, dicha relación torna operativa la Ley  de  Contrato  de Trabajo, y, eventualmente, su derivada, la Ley Nacional de Empleo.- 

····A) Régimen  Jurídico aplicable a la relación habida entre el actor y la Municipalidad de Florencio  Varela: segun  lo concluído en los puntos 2, y -fundamentalmente- 3, de este decisorio, no nos va a ser  posible  determinar si la relación de empleo habida con la  demandada (que "pareciera" dirigida por ésta) podría ser encuadrada en las previsiones  del  art.  13  de  la  ley 11.757 (Personal de Planta Permanente que goza de estabilidad),  o  en las (previsiones) del art. 12 de dicha ley (Personal de Planta Temporaria). Menos aún, en este último supuesto, si lo fue  como  personal  temporario, reemplazante, destajante, o contratado por locación  de servicios (arts. 92 a 95 de la citada ley).-

····Lo único factible, en la temática que hemos expuesto supra, lo reiteramos ahora y consiste en "la presencia del actor en el Instituto de Tierras y Viviendas de la Municipalidad de Florencio Varela, realizando tareas de asesoramiento a vecinos sobre dominios de tierras, a partir  de  1996  y hasta julio o agosto de 1999, en el horario de 10 a 14 hs. de lunes a viernes, bajo la  dirección de la Jefa de Tierras y Viviendas de la Municipalidad  de Florencio Varela, Dra. María Cecilia Bordenave", y "en una serie de documentos 

que "poco y nada" agregan al tema que tratamos establecer". De ello se desprende -casi  indubitadamente-  que el  actor habría desempeñado para el municipio demandado, funciones propias de su administración.-

····Evidente  es,  además,  que, ante la negativa de la accionada  de registro alguno en ese municipio de reconocimiento del actor como agente municipal  en  ninguna de las plantas existentes, ni contrato  o  locación  de servicio, la relación jurídica habida entre las  partes pareciera  apartarse  del  régimen  legal  vigente (ley 11.757), "avanzando",  incluso,  hacia la violación del mismo.-

····Por último, digamos que,  tampoco  se  demostró  la existencia de "acto expreso alguno que pudiera  incluír al actor en las previsiones de la Ley  de  Contrato  de Trabajo  (ley  20.744,  t.o.)  o  en  el régimen de las C.C.T.".-

····B) Operatividad -para el supuesto de autos- de  la  Ley de Contrato de Trabajo: ateniéndonos a la naturaleza de la vinculación del actor  con  la  demandada;  al exámen de la legislación que la rige; a la conducta desarrollada  por las partes durante la relación y al momento  de la desvinculación, y sin descuidar las características  personales  y profesionales del accionante, expondremos nuestra posición en el conflicto, y, en definitiva, nuestro decisorio.-

····Al respecto, creemos que la  circunstancia  que  la Administración Pública Municipal se haya apartado de su régimen  legal  (ley 11.757), e incluso -como pareciera surgir  de  autos-, que hubiera actuado en violación al mismo, no puede convertir a la  relación  habida  entre las partes (supra calificada como "propia de  su  administración") en una (relación) de derecho  privado;  ni puede admitir la (potencial) reparación a través de los dispositivos legales de ésta. De allí que, en el entendimiento que el actor habría mantenido con la accionada una relación de carácter público, regida por el Derecho Administrativo  y  no por el Derecho Laboral común (Ley de Contrato de Trabajo), estimemos que es dentro de ese ámbito y ante el fuero respectivo, que  debió  demandar el resarcimiento pertinente (o, como el mismo accionante "lo anunciara" en su carta documento de reclamo: "iniciar  las  acciones  que  en  derecho le correpondieran"...).- 

····En  apoyo a lo expuesto, recordemos que, amen de no existir  norma  positiva  alguna que avale el mecanismo pretendido  por  el actor en su acción (aplicar al caso de autos la Ley de Contrato de Trabajo, y, eventualmente, su derivada, la Ley Nacional de Empleo), es la propia  Ley  de  Contrato  de  Trabajo la que expresamente excluye  de  su ámbito de aplicación a los dependientes de la Administración Pública nacional, provincial o municipal,  salvo  que por acto expreso se los incluya en sus previsiones o en el régimen de las Convenciones Colectivas de Trabajo (conf. art. 2, inc. a, ley 20.744). Y,  segun  lo  determinaramos  mas antes, no ha quedado justificado  acto alguno en el sentido de excepción indicado....-

····Al  respecto ya ha tenido oportunidad, dentro de la temática,  de  expedirse nuestro mas alto Tribunal provincial,  en  doctrina  "no  alterada"  a nuestros días (coincidente, además, con la vigente en la Corte Suprema Nacional in re: "Leroux de Emede, Patricia c/  Municipalidad de Bs. As."; 30-4-91; "Perreta Herrera,  Walter c/ Municipalidad de Bs. As.; 2-3-93; "Castelluccio, Miguel  c/ Municipalidad de la ciudad de Bs. As.; 5-10-99), estableciendo  que  "la ley de contrato de trabajo solo se  aplica cuando la administración se ha sometido por un acto expreso a la ley laboral privada o rige con respecto a  sus  dependientes  un convenio colectivo de trabajo", y que "ausentes los supuestos  de  excepción  que exige el art. 2 de la Ley de contrato de  Trabajo,  no es posible responsabilizar a la  administración  pública como  empleador de los actores para incluírlos en el ámbito del derecho laboral" (SCBA, L81.786,  "Allaf, Andrea K. y otros contra Provincia de Buenos Aires. Indemnización por despido, vacaciones, preaviso, aguinaldo, sanciones ley 24.013"; 30-4-2003).-

····De alli entonces que estimando  que  el  accionante podría haber enmarcado su reclamo en las previsiones de la ley 11.757, u orientarlo -dentro del marco del derecho administrativo, o incluso del civil- hacia  la  determinación y posterior indemnización de los perjuicios que -eventualmente- el Estado municipal le pudiera  haber ocasionado; ante la evidente falta de  demostración de  que  el vínculo invocado pudiera ser regido por  la Ley de Contrato de Trabajo, y en atención -fundamentalmente-  a que el reclamo actoral busca su apoyo en  dicha  norma legal (la L.C.T.), determino, sin mas, el rechazo de la demanda en todas sus partes.- 

····Y  no  empece a nuestra conclusión la existencia de una corriente jurisprudencial imperante en "algunas Salas de las Cámaras del Trabajo capitalinas", que,  pretendiendo "laborizar" el derecho administrativo bajo el ropaje  de  "una (discutible en el sub lite, en nuestro entender) humanización de las relaciones con apego a la expresión  mas noble de la Constitución", avance en tal sentido; ni que un grupo de comentaristas del tema  enmarquen  sus  posiciones en torno a la misma, en tanto, existiendo  a su respecto un ordenamiento que contempla en forma expresa la situación de  los  trabajadores  en cuestión, e incluso, dispositivos legales que  permiten avanzar  en  la búsqueda de una reparación acorde a las circunstancias, éstos deben procurar amparo  en  dichos regímenes,  ajenos, por cierto, a las previsiones de la Ley de Contrato de Trabajo.- 

····A modo de corolario insisto en destacar que pese  a que -prácticamente- no  existen  diferencias  entre  el contrato laboral y el de empleo público  (en  ambos  se muestran  nítidas  las  figuras  del  trabajador  y del empleador -aunque éste último, sea de diferente "carácter"-), lo cierto es que ambos se rigen por normas distintas.  De  esta  manera  no resulta prudente, y menos aún, razonable, recurrir -so pretexto de  "cubrir"  una desprotección amparada constitucionalmente- a "mecanismos"  ajenos al fuero de régimen, por vías no previstas en el mismo y siquiera en aquél en que se  busca  asistencia.- 

····Por todo lo expuesto, insisto, la  acción  deducida debe  transitar el inevitable camino del rechazo, y asi lo dispongo (art. 499, Código Civil).- 

····6) Las costas del juicio, estimo deben imponerse en el  orden causado, en razón que la cuestión debatida ha merecido distintas soluciones jurisprudenciales, lo que pudo llevar al accionante a peticionar en los  términos que lo hizo (art. 19, ley 11.653).-

····VOTO ENTONCES POR LA NEGATIVA.-

A la misma cuestión, los Señores  Jueces  Silvia  Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren  por  sus  fundamentos.-

A LA SEGUNDA CUESTION, EL SEÑOR JUEZ DOCTOR OSCAR ADOLFO POZZOLO, DIJO:

····Dado la forma en que ha sido resuelta  la  cuestión anterior, corresponde:

····1) rechazar en todas sus partes la demanda deducida por  don Cristian Hernan Manzano, a la Municipalidad de Florencio Varela (art. 499, Código Civil).-

····2) Imponer las costas en el orden causado, en razón que la cuestión debatida ha merecido distintas soluciones jurisprudenciales, lo que pudo llevar al accionante a  peticionar en los términos que lo hizo (art. 19, ley 11.653).-

····ASI LO VOTO.-

A la misma cuestión los Señores Jueces, Doctores Silvia Ester Bártola y Ana Rosa Binda, adhieren por sus fundamentos.-

····Con lo que terminó el acuerdo, firmando los Señores Jueces, por ante mi de lo que doy fe.-

FDO.: ANA ROSA BINDA Presidente - OSCAR ADOLFO POZZOLO Juez - SILVIA ESTER BARTOLA Juez
- BLANCA ESTER RIVOLTA Secretaria

------------------------------------------------------------------------------------------------

S E N T E N C I A

Quilmes, setiembre ···· de 2006.-

AUTOS Y VISTOS:  CONSIDERANDO:  que  en  el  precedente Acuerdo ha quedado establecido:

····"la ley de contrato de trabajo solo se aplica cuando la administración se ha sometido por un acto expreso a la ley laboral privada o rige con respecto a sus  dependientes un convenio colectivo de trabajo";

····"ausentes los  supuestos  de excepción que exige el art. 2  de la Ley de contrato de Trabajo, no es posible responsabilizar a la administración pública como empleador de  los  actores  para incluírlos en el ámbito del derecho laboral";

····Por ello, y demás fundamentos que lo sustentan,  el Tribunal RESUELVE: 

····1) rechazar en todas sus partes la demanda deducida por  don Cristian Hernan Manzano, a la Municipalidad de Florencio Varela (art. 499, Código Civil).-

····2) Imponer las costas en el orden causado, en razón que la cuestión debatida ha merecido distintas soluciones jurisprudenciales, lo que pudo llevar al accionante a peticionar en los términos que lo hizo (art. 19,  ley 11.653).-

····3)  Regular por separado los honorarios de los profesionales intervinientes, quienes deberán acreditar el pago de los aportes a la Caja de Previsión para  Abogados,  de acuerdo a lo establecido por la ley 10.268/85, modif. por la ley 6716, bajo  el  apercibimiento  legal correspondiente.- 

····Regístrese,  notifíquese  y oportunamente, archívese.-

FDO.: ANA ROSA BINDA Presidente - OSCAR ADOLFO POZZOLO Juez - SILVIA ESTER BARTOLA Juez
- BLANCA ESTER RIVOLTA Secretaria

